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La desaparición forzada de personas en el derecho internacional de los derechos humanos. Estudio de su evolución, concepto y reparación a las víctimas


 


Resumen


Esta obra analiza el concepto de desaparición forzada de personas desde la perspectiva del derecho internacional de los derechos humanos. El libro se divide en cuatro capítulos que se articulan cada uno mediante una pregunta de investigación. El capítulo I examina ¿cómo surgió y evolucionó el concepto de desaparición forzada de personas como violación al derecho internacional de los derechos humanos? Para tal fin, explora los hechos jurídicos más relevantes del siglo XX en relación con situaciones sistemáticas de desaparición y la respuesta de la comunidad internacional. El capítulo II, por su parte, establece ¿con qué instrumentos internacionales cuenta la comunidad internacional para enfrentar la lucha contra la desaparición forzada? Para ello, examina todas las disposiciones normativas, vinculantes y declarativas, que contribuyen a la lucha contra este fenómeno. El capítulo III responde a la pregunta ¿cuáles son los elementos que configuran una desaparición forzada en el derecho internacional de los derechos humanos y qué debe entenderse por víctima de desaparición? Esta sección revalúa el concepto de víctima y defiende la pertinencia de los elementos de la desaparición forzada como violación a los derechos humanos. Por último, el capítulo IV establece ¿cuáles son las modalidades de reparación para las víctimas de desaparición forzada que recoge el derecho internacional de los derechos humanos? Aquí se realiza un amplio estudio jurisprudencial de casos de desaparición forzada fallados por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos y el Comité de Derechos Humanos, con el propósito de establecer el estándar internacional para reparar a las víctimas de esta violación. Complementa esta investigación una sección dedicada a establecer las principales conclusiones de este estudio.
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Forced Disappearance of People in International Humanitarian Law:  a study of the concept, its evolution, and reparation of victims


 


Abstract


This work analyzes the concept of the forced disappearance of people from the perspective of international human rights law. It is divided into four chapters, each of which responds to a specific research question. Chapter I examines how the concept of the forced disappearance of people as a violation of international human rights law develop and evolve. It explores the most relevant juridical developments of the 20th century in relation to systematic disappearances, along with the responses of the international community. Chapter two addresses the question of what international instruments are used by the international Community to carry out the struggle against forced disappearance. It examines all the normative, binding, and declarative instruments and provisions that contribute to this struggle. Chapter three responds to the question of what elements make up a forced disappearance according to interactional human rights law and, legally speaking, who constitutes a victim of disappearance. This section re-evaluates the concept of victim and argues that, taken together, the elements that define forced disappearance constitute a violation of human rights. Finally, chapter four establishes the modalities of reparation for the victims of forced disappearance as conceived in international human rights law. This chapter examines cases of forced disappearance considered by the Inter-American Court of Human Rights, the European Court of Human Rights and the Human Rights Committee in order to establish an international standard for the reparation of the victims of this violation. A final section enumerates the principle conclusions of the study.
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No es baladí que la aparición de esta magnífica obra que tengo el honor de prologar coincida con el recién celebrado décimo aniversario de la adopción de uno de los tratados internacionales más esperados en la lucha contra la impunidad frente a uno de los más horrendos crímenes contra la humanidad, cual es, el de la desaparición forzada de personas.


La adopción, el 20 de diciembre de 2006, de la Convención internacional para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas1 fue acogida en su momento con una enorme satisfacción por toda la comunidad internacional debido a su gran relevancia en la protección internacional de los derechos humanos, la cual queda perfectamente reflejada en la Resolución 65/209 de la Asamblea General de las Naciones Unidas. Una resolución que no desaprovecha la ocasión para manifestar, al mismo tiempo, “su preocupación por un hecho incontestable; a saber, el aumento de las desapariciones forzadas o involuntarias en diversas regiones del mundo, como los arrestos, las detenciones y los secuestros cuando son parte de las desapariciones forzadas o equivalen a ellas, y por el creciente número de denuncias de actos de hostigamiento, maltrato e intimidación padecidos por testigos de desapariciones o familiares de personas que han desaparecido”2.


Esta conjunción de sucesos es, sin duda, indicativa de la oportunidad del tema elegido en su día por su autor, el Dr. Carlos Mauricio López Cárdenas, para llevar a cabo su tesis doctoral, y presagio del éxito de su resultado que ahora ve la luz en forma de monografía.


Es cierto que existe una abundante literatura sobre la desaparición forzada de personas, pero ninguno de los trabajos existentes hasta la fecha había abordado las cuestiones más complejas y necesarias con relación a las mismas, como son las relativas a la determinación de los derechos de sus víctimas y sus formas de reparación.


Y eso es lo realmente importante, pues, tal y como establece el propio texto de la Convención de 2006, no solo se trata de que las personas tengan derecho a no ser sometidas a una desaparición forzada, lo cual es irrebatible, sino que las víctimas de tal crimen gozan además de toda una serie de derechos que la misma reconoce, como el derecho a conocer la verdad sobre las circunstancias de la desaparición forzada, la evolución y los resultados de la investigación y la suerte de la persona desaparecida; así como el necesario respeto del derecho a la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones a este fin. Al tiempo que los Estados partes tienen la obligación de tomar medidas adecuadas a este respecto.


Ese es el reto que afronta la obra de Carlos Mauricio López Cárdenas, lo que hace que sea única y constituya una valiosísima aportación a la doctrina iusinternacionalista en la materia. Pues, con gran acierto, afronta con exquisita precisión la exacta conceptualización del crimen de desaparición forzada de personas, una labor de enorme trascendencia jurídica pues con ella se disipan las ambigüedades y dudas que durante años han fluctuado entorno a dicha figura. Las cuales se han visto acrecentadas, como nos indica el propio autor en su obra, debido a “la lucha antiterrorista y al surgimiento de nuevos conflictos relacionados con la criminalidad organizada, los cuales han generado nuevas inquietudes sobre el alcance de la conceptualización de la desaparición forzada y su forma de reparación”.


Solventada con notable éxito esta compleja labor y situados debidamente en el marco de la misma, el autor procede a la determinación de quiénes deben ser consideradas víctimas de dicho crimen. Una cuestión que, en contra de lo que pudiera parecer, resulta ciertamente compleja, dada la disparidad de opiniones doctrinales al respecto, pero que el autor resuelve con solvencia. La obra culmina con un detallado análisis acerca de cuáles son los derechos y las formas de reparación que corresponden a ellos; sin duda, su aporte más valioso.


Pero no se lleve el lector a engaño. Esta no es una obra puramente teórica o doctrinal que se limite a desgranar los entresijos de la Convención para la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas y de otros textos jurídicos existentes en la materia. Tal apreciación resultaría notoriamente injusta. Al contrario, es algo más, yo diría que es mucho más. Pues, lejos de circunscribir su exposición al vuelo rasante de la letra del derecho positivo, el autor aborda con profusa minuciosidad la abundante práctica judicial existente en la materia. Lo cual no es nada habitual en el panorama bibliográfico, en la medida en que constituye, sin duda, una tarea ímproba y de difícil ejecución. Pero la contrastada pericia de Carlos Mauricio López Cárdenas en labores de disección jurídica da como corolario un análisis solvente de enorme calidad científica. El resultado es un estudio sobre la práctica, pero elaborado a partir de y en conexión con la dogmática jurídica de fondo, lo que constituye un valor científico añadido.


Con ello, el lector encontrará las claves para conocer con certeza cuáles son las formas de reparación que, según el derecho internacional de los derechos humanos, corresponden y a las que tienen derecho las víctimas de desaparición forzada de personas, al tiempo que compelen a los ­Estados responsables de estas. Lo que hace a la presente monografía de lectura obligada a este respecto, no solo para los especialistas en la materia que quieran ahondar más en el conocimiento de tan intricada cuestión, sino sobre todo para políticos y gobiernos que se vean eventualmente enfrentados a dar respuesta a episodios de desaparición forzada de personas cometidos dentro de su territorio, tanto si sus autores fueron ellos mismos o anteriores gobiernos, como si la autoría de tales atrocidades corresponde a fuerzas paramilitares —llámense fuerzas armadas revolucionarias o como quiera—. Pues lo que la monografía de Carlos Mauricio López Cárdenas deja en evidencia es que el derecho internacional actual no permite que quede impune este crimen de lesa humanidad, ni las víctimas del mismo sin la adecuada reparación. Y de ello debe tomar buena cuenta el actual gobierno colombiano en el marco del llamado proceso de paz y del acuerdo de paz con las FARC. No es, ni mucho menos, casualidad que el autor sea colombiano, y que tan magnífica obra vea la luz precisamente en Colombia. Tales circunstancias dan, sin duda, valor añadido a la presente obra.


Y nos referíamos a la contrastada pericia del autor, porque no es neófito en estas lides. El profesor López Cárdenas cuenta en su haber con una notable trayectoria científica, siendo, la presente obra, su cúspide, en la medida en que es fruto de su tesis doctoral que tuve el honor de dirigir, la cual fue merecedora de la más alta calificación que otorga la universidad española, y objeto de todo tipo de elogios por parte del tribunal calificador compuesto por los más insignes profesores universitarios españoles especialistas en la materia, quienes recomendaron ávidamente su pronta publicación como monografía.


Conocí a Carlos Mauricio López Cárdenas como alumno del Máster en Derecho Internacional de la Facultad de Derecho de la Universidad Complutense de Madrid, contexto en el que tuve la oportunidad, o mejor aún, la suerte y el placer de comprobar la capacidad de trabajo y la calidad científica que le caracterizan. No en vano ha sido el alumno más brillante, no solo de su promoción, sino de todas con las que cuenta hasta la fecha dicho máster; el cual culminó con un deslumbrante trabajo fin de máster en el que ya demostró su inclinación hacia el estudio de la diversa problemática generada en relación con la responsabilidad internacional del Estado, los derechos de las víctimas de violaciones de los derechos humanos y las formas de reparación, ámbito en el que se enmarca la presente monografía.


En ocasiones anteriores, en sedes prologares, he llamado la atención sobre la destacada calidad científica de las recientes contribuciones de nuestros investigadores más jóvenes y prometedores. Esta no lo es menos. Al contrario. Lo que nos permite vaticinarle los mejores augurios. Por lo que solo me queda dar la más sincera bienvenida a esta cualificada aportación científica del Dr. Carlos Mauricio López Cárdenas y celebrarla como lo que es: una más que relevante aportación doctrinal en el marco del derecho internacional de los derechos humanos y de la responsabilidad internacional del Estado.
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1. Objeto, problemática de investigación y justificación


La desaparición forzada de personas constituye no solo una de las violaciones más graves al derecho internacional de los derechos humanos, sino también uno de los crímenes más complejos1. Aunque su conceptualización se desarrollará a profundidad a lo largo del presente trabajo, podemos señalar, con carácter previo, que la desaparición forzada puede ser descrita como el arresto, detención o traslado contra la voluntad de una persona, seguida de la privación de su libertad por agentes de cualquier sector o nivel del Estado y el concomitante ocultamiento de su paradero, sustrayéndola así de la protección de la ley. Como consecuencia, la persona retenida “desaparece”, quedando completamente vulnerable ante sus agresores, sin contacto con sus familiares o seres queridos y bajo el riesgo de que se atente contra su vida o su integridad.


Bajo este supuesto, la desaparición forzada de personas se materializa cuando se facilitan de manera sucesiva tres condiciones: i) la privación de la libertad en contra de la voluntad de la persona detenida; ii) la ­intervención de agentes del Estado, directa o indirectamente2; y iii) la negativa a reconocer la detención y revelar la suerte o el paradero del desaparecido, sustrayéndolo de la protección de la ley3. En términos simples,


 


Una desaparición es una forma de sufrimiento doblemente paralizante: para las víctimas, muchas veces torturadas y siempre temerosas de perder la vida, y para los miembros de la familia, que no saben la suerte corrida por sus seres queridos y cuyas emociones oscilan entre la esperanza y la desesperación, cavilando y esperando, a veces durante años, noticias que acaso nunca lleguen4.


 


Para llegar a esta conceptualización, las víctimas, sus familiares y, en general, la sociedad, tuvieron que experimentar una serie de situaciones dolorosas que quedaron labradas en la historia del derecho internacional de los derechos humanos y que lograron imprimirle un sustento jurídico desde el cual se intenta erradicar esta aberrante práctica.


En este sentido, la presente monografía pretende examinar el concepto de desaparición forzada como violación al derecho internacional de los derechos humanos, a través cuatro ejes temáticos que se articulan mediante las siguientes preguntas de investigación5:


 


i. ¿Cómo surgió y evolucionó el concepto de desaparición forzada de personas como violación al derecho internacional de los derechos humanos?;


ii. ¿Con qué instrumentos internacionales cuenta la comunidad internacional para enfrentar la lucha contra la desaparición forzada?;


iii. ¿Cuáles son los elementos que configuran una desaparición forzada en el derecho internacional de los derechos humanos y qué debe entenderse por víctima de desaparición?; y


iv. ¿Cuáles son las modalidades de reparación para las víctimas de desaparición forzada que recoge el derecho internacional de los derechos humanos?


 


Como se puede observar, el estudio investigativo se encauza mediante un hilo conductor de carácter lógico. Parte de la forma como la comunidad internacional abordó desde sus inicios la temática de la desaparición forzada de personas, elaboró una serie de instrumentos normativos de carácter internacional, consolidó a través de una serie de elementos el concepto de desaparición y atendió las necesidades de las víctimas.


Aunque podría resultar más práctico realizar un estudio de caso sobre una situación particular de desaparición, mi acercamiento a la temática me llevó a plantear un estudio dogmático que pudiera tener aplicación en cualquier sistema jurídico, sin dejar de lado los problemas actuales6. Precisamente, el último informe presentado por el Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas e Involuntarias de la Organización de las Naciones Unidas —Grupo de TDFI—, señala que desde 1980 se han recibido comunicaciones referidas a situaciones de desaparición provenientes de 105 Estados7. Así, aunque los casos de desaparición obedezcan a motivos diferentes, la lucha contra este fenómeno debe partir de una conceptualización que pueda ser aplicable en cualquier rincón geográfico.


Frente a esta situación, el derecho internacional de los derechos humanos ha dado una respuesta; primero a través de una declaración8 y, posteriormente, a través de dos tratados internacionales, uno en el ámbito regional americano9 y el otro con carácter universal10. No obstante, la lucha antiterrorista y el surgimiento de nuevos conflictos relacionados con la criminalidad organizada, ha generado nuevas inquietudes sobre el alcance de la conceptualización de la desaparición forzada y su forma de reparación.


De allí proviene mi interés académico, ya que, a pesar de su desarrollo por parte de los tribunales internacionales de protección de derechos humanos, el hecho es que desde su aspecto dogmático son pocos los estudios que se han detenido a analizar a profundidad los conceptos que desarrolla esta investigación. Precisamente, algunas de las tesis doctorales más recientes que se han enfocado en determinar la responsabilidad del Estado en situaciones de desaparición forzada, solo han abordado tangencialmente el tema de las víctimas y han excluido consciente y explícitamente de sus trabajos el examen profundo que requiere su forma de reparación11. En otros casos, los estudios pueden resultar un poco descriptivos o requerir una actualización con los más recientes desarrollos normativos, jurisprudenciales y doctrinales12.


En definitiva, el presente trabajo de investigación pretende realizar un aporte en aquellas áreas que aún requieren mayor disertación, análisis o desarrollo. Por este motivo, no abarca cuestiones que ya han sido trabajadas recientemente y sobre las cuales nos encontramos de acuerdo. Este trabajo, precisamente, aborda aquellos resquicios que han dejado otros, con el propósito de complementar su trabajo, presentar nuevas visiones o, simplemente, ser el primer peldaño de aquella escalera que intenta construirse a través del derecho internacional para enfrentar de manera definitiva la desaparición forzada de personas.


Este interés académico se complementa con un aspecto profesional, que me ha mostrado no solo la necesidad de explorar los elementos del concepto de desaparición, sino también adentrarme en su forma de reparación. Precisamente, mi inquietud por este objeto de investigación se inició mientras realizada una pasantía en la Comisión Interamericana de Derechos Humanos —Comisión IDH—, lugar en el cual tuve la oportunidad de colaborar en el trámite del caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña, relacionado con la desaparición de hijo y padre por parte de las autoridades bolivianas13. El trámite de este proceso me llevó a observar que la mayor parte de los desarrollos dogmáticos en relación con la figura de la desaparición forzada, se centraba en su conceptualización como delito internacional, pero solo de manera tangencial se abordaba la caracterización de la víctima y su forma adecuada de reparación.


Más adelante, como asistente legal de la Comisión Internacional sobre Personas Desaparecidas —ICMP—, no solo tuve la oportunidad de conocer todo el proceso relacionado con la búsqueda, identificación y entrega de los restos de las personas desaparecidas como consecuencia de los acuerdos de paz de Dayton que puso fin a la guerra de la antigua Yugoslavia, sino también aprender la forma como las autoridades colombianas se estaban alistando para iniciar el mismo proceso, en medio de un conflicto armado que ha dejado un poco más de 100.000 desaparecidos14.


En la práctica, la verdadera situación no consistía en determinar cuándo una persona se encontraba ausente, sino comprender la tragedia que se esconde detrás de cada víctima. Así, entendí que era necesario emprender una investigación de tipo jurídico que, mediante las herramientas que brinda el derecho internacional de los derechos humanos, se ocupara de determinar la forma como deberían de ser reparadas las víctimas.


Valga la pena reconocer que esta investigación se ha construido con base en los trabajos de decenas de ius internacionalistas que han creído que el derecho internacional puede ser un mecanismo catalizador para combatir las atrocidades humanas. Es allí donde se encuentra la importancia de este trabajo, que halla su razón de ser en las palabras de uno de aquellos internacionalistas, Antonio Cassese, que luchó toda su vida por lograr que la desaparición forzada constituyera una violación a los derechos humanos15:


 


I still believe that only those problems that dramatically affect the daily life of human beings are worth studying. I still believe that it is the cluster of legal rules and institutions that may have a dramatic impact on the life and sufferings of human beings that should constitute the main focus of our attention as scholars.16


 



2. Método y fuentes de conocimiento


Como lo señala Sampieri, la historia de la ciencia ha estado determinada por “diversas corrientes de pensamiento —como el empirismo, el materialismo dialéctico, el positivismo, la fenomenología, el estructuralismo— y diversos marcos interpretativos como la etnografía y el constructivismo”17. A pesar de lo anterior, estas corrientes se han decantado en dos enfoques diferenciados: la investigación cuantitativa y la investigación cualitativa18.


La doctrina más autorizada ha señalado que el enfoque cualitativo19 es un modelo tipo paraguas donde conviven y se interrelacionan todos aquellos estudios que emplean técnicas y estudios de carácter no cuantitativo20. En términos simples, podemos señalar que el método cualitativo puede


 


[…] desarrollar preguntas e hipótesis antes, durante o después de la recolección y el análisis de datos. Con frecuencia, estas actividades sirven, primero, para descubrir cuáles son las preguntas de investigación más importantes, y después, para refinarlas y responderlas. La acción indagatoria se mueve de manera dinámica en ambos sentidos: entre los hechos y su interpretación, y resulta un proceso más bien “circular” y no siempre la secuencia es la misma, varía de acuerdo con cada estudio en particular.21


 


A partir de lo anterior, el presente trabajo se circunscribe dentro del modelo cualitativo, teniendo en consideración que este tipo de investigación implica que la revisión inicial de literatura puede complementarse en cualquier etapa del proceso, motivo por el cual, no siempre se sigue un procedimiento claramente definido, sino que este se va abordando conforme se vaya concretando la temática de investigación, en el cual se analizan múltiples realidades mediante un enfoque subjetivo con el propósito de contextualizar el fenómeno objeto de estudio.


Por consiguiente, el modelo propuesto no se basa en un método de recolección de datos estandarizados o numéricos, sino que se centra en obtener diferentes perspectivas de tipo dogmático acerca del objeto de investigación. En este sentido, la elección metodológica se basa “más en una lógica y proceso inductivo (explorar y describir y luego generar perspectivas teóricas)”22 que en un sistema rígido de carácter estadístico.


El abordaje de la investigación cualitativa se realiza a través de un diseño centrado en la teoría fundamentada —grounded theory23—, a través de la cual se explica en un nivel conceptual un área específica del conocimiento —el concepto de desaparición forzada como violación del Derecho internacional de los derechos humanos—. Precisamente, el propósito del diseño de la investigación consiste en ir más allá de marcos conceptuales preconcebidos, mediante un sistema de codificación abierta, en el cual “el investigador revisa todos los segmentos del material para analizar y genera —por comparación constante— categorías iniciales de significado. Elimina así la redundancia y desarrolla evidencia para las categorías”24.


Para cumplir con este diseño metodológico, cada capítulo del trabajo realiza un análisis sistemático de cada una de las problemáticas que fueron formuladas en el acápite anterior, de manera tal que de ellas se extraigan una serie de categorías dogmáticas que son sometidas a análisis y estudio crítico-propositivo. Para ello, la información ha sido recogida mediante la técnica de la investigación documental25, en la cual se emplean —básicamente— cuatro tipos de fuentes: i) normativa, ii) jurisprudencial, iii) doctrinal y iv) de documentos oficiales.


En lo que respecta a las fuentes de carácter normativo, el trabajo de investigación desarrolla un análisis completo no solo de aquellas normas con carácter vinculante, sino también de aquellos instrumentos de tipo declarativo que establecen una serie de parámetros —no obligatorios— para los Estados en relación con la prevención, búsqueda, identificación y entrega de restos de las personas desaparecidas. Aunque este examen está presente a lo largo de todo el trabajo, su empleo de manera sistemática se realiza en el capítulo II.


En lo referente a las fuentes jurisprudenciales, su importancia en el interior del trabajo de investigación radica en que reflejan el estado actual de la discusión y plantean un sinnúmero de situaciones problemáticas que pueden explicar de mejor forma la discusión dogmática que se realiza dentro del texto. Aunque es claro que la jurisprudencia soluciona controversias concretas —decisum—, lo cierto es que, no solo garantiza la coherencia del sistema jurídico, sino que también permite encontrar aquellos criterios, reglas o razones que constituyen la base de la decisión judicial específica —ratio decidendi—. Esto no implica que la jurisprudencia tenga la capacidad de generar nuevas obligaciones internacionales o que la decisión en un caso similar no pueda ser modificada —distinguish and overruling—, sino que es empleada en este trabajo de investigación como método de interpretación de las obligaciones existentes. Bajo estas consideraciones, en el capítulo IV su empleo como fuente primaria de conocimiento resulta relevante, debido a que la temática de las reparaciones en casos de desaparición forzada se ha desarrollado a través del famoso estudio del case law.


Aunque será explicado más adelante, esta tesis doctoral ha priorizado la jurisprudencia proveniente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos —Corte IDH—, por cuanto es considerada la pionera en el estudio de estas situaciones, sin dejar de lado los desarrollos provenientes de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos —TEDH— y el Comité de Derechos Humanos —Comité DH—, entre otros26.


Precisamente, el análisis de la jurisprudencia de estos órganos ha permitido consolidar a través de una metodología de carácter comparativo, aquellas reglas, principios o razones generales que informan la temática relacionada con las reparaciones. Así, la investigación realiza un estudio de los montos compensatorios que ha otorgado la Corte IDH a través de una serie de gráficos radiales o spider, con los cuales se pretende realizar un estudio holístico —no fragmentado— relacionado con la consistencia de las indemnizaciones en este tribunal, mientras que los montos que corresponden a los casos provenientes del TEDH son analizados a través de un sistema de tablas, gracias a la consistencia de sus decisiones. En lo que respecta a la jurisprudencia del Comité DH, su análisis tiene cabida a lo largo de toda la tesis, pero se excluye de la sección relacionada con las indemnizaciones, por cuanto sus dictámenes se abstienen de fijar montos económicos precisos para las víctimas.


Los estudios realizados por diferentes autores —doctrina—, se constituyen en la tercera fuente de conocimiento presente a lo largo de todo el trabajo investigativo, cuyo empleo permite sostener y debatir diferentes aspectos de carácter dogmático. En especial, se recurrió a estudios de carácter monográfico relacionados directamente con las desapariciones forzadas, así como a un gran número de trabajos de investigación publicados en las revistas y trabajos colectivos de derecho internacional.


Por último, la investigación se soporta en un amplio abanico de carácter documental, que en mayor medida brinda el soporte suficiente para el capítulo I. Como podrá advertir el lector, este estudio se centra en fuentes de carácter primario provenientes, en su mayoría, de la Organización de las Naciones Unidas —ONU—, especialmente, de la Asamblea General —A.G.—, el Consejo Económico y Social —ECOSOC—, la Comisión de Derecho Internacional —CDI—, el Consejo de Derechos Humanos —Consejo DH—, la antigua Comisión de Derechos Humanos —Comisión DH— y el Grupo de TDFI, entre otros.


 



3. Alcance y delimitación temática


Aunque la conceptualización de la desaparición forzada de personas es reciente, su estudio abarca diferentes áreas del conocimiento que van desde las ciencias sociales y jurídicas hasta los más recientes campos de estudio como la genética. Debido a esta situación, la realización de este estudio parte de concretar una adecuada delimitación temática, con el objetivo de establecer correctamente el alcance de los contenidos que se deben investigar. Para cumplir con este propósito, se han definido ex ante las siguientes delimitaciones temáticas que se ubican desde su aspecto más general al específico:


 


a) Delimitación del área del conocimiento: aunque en el trabajo de investigación se realizan referencias relacionadas con la necesidad de que los Estados establezcan bases de datos genéticos y empleen los procedimientos técnico-científicos más avanzados de las ciencias forenses y criminales en la búsqueda e identificación de las personas desaparecidas, es necesario señalar que este trabajo de investigación se centra en el área del conocimiento jurídico, razón por la cual, excluye de este estudio todas aquellas referencias relacionadas con el campo genético, criminalístico y forense. De la misma manera, la investigación se refiere al deber del Estado de rehabilitar a la víctima de desaparición a través de un enfoque psicosocial, sin embargo, este estudio excluye un análisis de aquellas áreas del conocimiento relacionadas con la psiquiatría, la psicología, la medicina, la rehabilitación, la fisioterapia, el trabajo social y demás disciplinas diferentes al campo jurídico.


b) Delimitación del campo jurídico: el estudio de la desaparición forzada de personas se aborda desde la perspectiva del derecho internacional de los derechos humanos, por lo tanto, excluye la óptica de otras ramas del derecho, en especial, aquellas relacionadas con el derecho internacional humanitario y el derecho penal internacional. A pesar de lo anterior, debido a que el derecho internacional no es absolutamente fragmentado, sino que presenta mecanismos de interconexión, se realizan referencias a otras ramas del derecho. En especial, en el capítulo III, el lector podrá encontrar dos acápites destinados —específicamente— a señalar las diferencias que existen entre el ordenamiento del derecho internacional de los derechos humanos y la desaparición forzada como delito internacional.


c) Delimitación de tipo conceptual: el estudio aborda la temática de la desaparición forzada de personas, lo cual excluye el análisis de la desaparición simple o voluntaria27, la desaparición en situaciones de conflicto armado y la desaparición como consecuencia de desastres naturales28.


d) Delimitación del campo objeto de estudio: este trabajo de investigación examina la desaparición forzada como violación a los derechos humanos. No obstante, el campo de estudio debe ser delimitado, con el propósito de que el objeto de investigación tenga la profundidad necesaria para mover las fronteras del conocimiento. En este sentido, hemos considerado que se debe excluir toda la temática relacionada con la responsabilidad internacional del Estado, ya que los estudios doctorales de Ott, Vermeulen y Sferraza nos parecen más que suficientes29. Por consiguiente, la investigación se centrará en realizar un análisis crítico-propositivo de los elementos de la desaparición forzada como violación a los derechos humanos, examinando para el efecto el surgimiento del concepto, la noción de víctima y sus modalidades de reparación.


e) Exclusión de los procedimientos de los órganos de los tratados de los derechos humanos: como hemos resaltado, la temática de las desapariciones forzadas ha sido tratada de manera directa, indirecta o tangencial por varios órganos encargados de proteger, vigilar y verificar el cumplimiento de las obligaciones internacionales a las cuales se han obligado los Estados. En este sentido, el presente trabajo de investigación se refiere a la jurisprudencia de aquellos órganos que tienen competencia —otorgada por algunos Estados— para conocer peticiones relacionadas con situaciones de desaparición forzada de personas en el ámbito universal —Comité DH—, regional americano —Corte IDH y Comisión IDH—, europeo —TEDH— y africano —CADHP—.


 El examen de la jurisprudencia tiene como propósito determinar aquellos aspectos relacionados con las preguntas de investigación que han sido formuladas para la realización de esta tesis doctoral. Por consiguiente, este estudio no se detiene a analizar los mecanismos, modalidades o procedimientos que estos órganos aplican cuando se enfrentan a un caso de desaparición, por lo que se excluyen todas las referencias relacionadas con la forma como estos sistemas de protección tramitan una petición individual o conceden medidas de protección.


f) Exclusión de las técnicas de control de la Convención Internacional DF: la Convención Internacional DF no solo es el instrumento internacional más reciente sobre desaparición forzada de personas, sino también el último tratado internacional sobre derechos humanos aprobado en el seno de la ONU. En razón de lo anterior, la Convención Internacional DF prevé seis técnicas de control (informes, denuncias interestatales, denuncias individuales, la visita al territorio del Estado afectado, la petición urgente y el llamamiento urgente)30. A pesar de su importancia en la lucha contra la desaparición forzada, un examen sobre las diferentes técnicas de control y sus procedimientos excedería los propósitos de este estudio, razón por la cual se le ha excluido.


g) Exclusión de mecanismos extraconvencionales: si bien la investigación hace referencia a algunos mecanismos de carácter extraconvencional de la ONU, el objetivo central de este trabajo no pretende examinar los diferentes mecanismos que han sido dispuestos para analizar de manera directa o indirecta los casos de desaparición forzada de personas. Por esta razón, aunque se emplean algunos documentos del Grupo de TDFI, se excluye el estudio de sus métodos de trabajo (procedimiento urgente y ordinario, llamamiento urgente, intervención inmediata, denuncia general y visita a los países, etc.)31. De igual forma, se excluye el paquete de construcción institucional del Consejo DH, ya que rebasaría los límites metodológicos y temáticos de este trabajo32.


h) Alcance procedimental del concepto de reparación: la especialización del derecho internacional de los derechos humanos ha permitido la elaboración de conjuntos interrelacionados de normas primarias y secundarias que abordan ciertas temáticas de carácter particular, entre ellas la reparación de las situaciones de desaparición forzada. En este sentido, la reparación puede ser analizada a través de una óptica procedimental, mediante la cual se describa el conjunto de actos, trámites o fases a través de los cuales una víctima podría obtener su reparación.


 A pesar de lo anterior, este trabajo de investigación no se encuentra centrado en analizar el carácter procedimental que han desarrollado los diferentes subsistemas de protección de derechos humanos, sino que se detiene a analizar la obligación general de reparar en los casos de desaparición forzada de personas —norma primaria— y las modalidades específicas de reparación en estas situaciones —norma secundaria—.


 Por esta razón, la tesis excluye el análisis de las instituciones procesales, tales como los presupuestos jurídicos de una reclamación, la competencia internacional, el recaudo y la valoración de la prueba, los efectos de la sentencia y su ejecutoriedad, entre otros.


i) Determinación de ámbito geográfico: la desaparición forzada de personas es una violación a los derechos humanos que ha impactado a la mayoría de países en el mundo. Sin embargo, dadas las peculiaridades de cada Estado y sus sistemas jurídicos, el presente estudio se centrará en la reparación de situaciones de desaparición forzada que han ocurrido en América Latina y que han sido conocidas por la Corte IDH. De la misma manera, la investigación abordará también casos que han sido conocidos por el TEDH, sin embargo, debido a la competencia que ejerce este tribunal y a las situaciones fácticas, el estudio estará centrado en mayor parte sobre los casos de desaparición que acontecen en Rusia y Turquía. En lo que respecta a la jurisprudencia del Comité DH, la investigación abordará —en su mayoría—situaciones ocurridas en Libia, Argelia, Nepal y Bosnia y Herzegovina. A pesar de lo anterior y, en cuanto sea necesario, podrán realizarse menciones a situaciones que se plantean en otros países, con el objetivo de examinar futuros problemas o respuestas respecto de situaciones específicas que plantee la investigación.


j) Exclusión de situaciones de desaparición respecto de menores de edad: aunque este estudio aborda de manera general el concepto de desaparición forzada como violación de los derechos humanos, estimamos pertinente excluir el análisis pormenorizado de aquellas situaciones de desaparición en la cual se encuentran involucrados menores de edad. Al igual que Vermeulen, consideramos que el desarrollo adecuado de esta temática merece un estudio independiente de tipo doctoral33.


 



4. Plan de la exposición


Con el propósito de cumplir con el objetivo propuesto, el presente trabajo se encuentra dividido en cuatro capítulos; cada uno de ellos obedece a una de las preguntas de investigación que fueron formuladas al inicio de esta introducción.


El capítulo I realiza un estudio histórico y documental sobre la aparición y consolidación del concepto de desaparición forzada como violación a los derechos humanos, hasta antes que fuera aprobada la Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas —Declaración DF— en 1992. Para tal fin, el capítulo se subdivide en cuatro secciones. En la primera sección se lleva a cabo una reconstrucción de los antecedentes histórico-jurídicos de la desaparición forzada de personas, que desvirtúa que este fenómeno haya surgido con ocasión del decreto Nacht und Nebel; paso seguido, examina aquellos momentos históricos que influyeron directamente en la consolidación del concepto de desaparición, razón por la cual hace referencia al Juicio de Núremberg, al Juicio de los Jueces y a la doctrina de la seguridad nacional, que a través de la Operación Cóndor, estableció un mecanismo sistemático y transnacional para realizar desapariciones forzadas en el Cono Sur.


En la segunda sección, el capítulo analiza cómo el concepto de desaparición forzada fue asumido en el marco de la ONU. En este sentido, explora la forma como la desaparición forzada fue adquiriendo relevancia —de modo ascendente— a través de sus órganos de protección de derechos humanos. Esta reconstrucción permite examinar la labor realizada por la antigua Comisión DH, la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías, el Comité DH, el Grupo de TDFI y la Asamblea General.


A renglón seguido, debido a la importancia de la dictadura chilena para el desarrollo del concepto de desaparición forzada de personas, la tercera sección realiza una descripción detallada y crítica de la forma como la ONU hizo un giro copernicano, al establecer una serie de mecanismos extraconvencionales, para conocer de manera directa una situación particular de derechos humanos que acontecía en uno de sus Estados miembros. La sección final de este capítulo se encamina a abordar la respuesta que brindó la Organización de los Estados Americanos —OEA— a través de sus dos órganos de protección: la Comisión IDH y la Corte IDH.


El capítulo II tiene por objetivo analizar la forma como la comunidad internacional logró un consenso para considerar la desaparición forzada de personas como una violación independiente en el derecho internacional de los derechos humanos. Para lograr este propósito, el capítulo se encuentra dividido en tres secciones. En la primera sección se realiza un estudio cronológico y sistemático de todos los instrumentos internacionales que han permitido la construcción del régimen internacional contra la desaparición forzada; razón por la cual se analizan no solo las disposiciones con carácter vinculante, sino también aquellas que establecen estándares o recomendaciones para que los Estados puedan emprender una lucha adecuada en contra de este fenómeno.


En la segunda parte del capítulo se lleva a cabo una reconstrucción histórica que pretende reivindicar la lucha de los familiares y sus asociaciones de víctimas en la construcción y consolidación del concepto de desaparición forzada. Para ello, examina los diferentes proyectos de convención propuestos a iniciativa de la sociedad civil, que constituyen el antecedente más próximo de la Declaración DF y la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas —Convención IDF—.


En la tercera sección, el trabajo de investigación se centra en analizar los antecedentes jurídicos y el alcance general de los instrumentos internacionales con carácter específico sobre desaparición forzada de personas, es decir, la Declaración DF (1992), la Convención IDF (1994) y la Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas —Convención Internacional DF— (2006).


Por su parte, el capítulo III que se encuentra dividido en dos secciones, tiene como fin determinar los elementos definitorios de la desaparición forzada de personas como violación al derecho internacional de los derechos humanos y, así mismo, establecer el concepto de víctima. Por consiguiente, en la primera parte de este capítulo la investigación realiza un análisis cuidadoso y profundo de los tres elementos que conforman la violación. En especial, resulta de importancia resaltar que el estudio hace una aproximación crítica a la posibilidad de que los particulares —sin conexión con el Estado— puedan ser agentes de desaparición, de conformidad con las normas internacionales que fueron estudiadas en el capítulo precedente. Así mismo, con el fin de complementar este estudio, se lleva a cabo una comparación entre la desaparición forzada como violación a los derechos humanos, en relación con las normas del derecho penal internacional y el derecho internacional humanitario.


En la segunda sección de este capítulo se analiza el concepto de víctima de desaparición forzada. Para realizar este estudio se exploran los conceptos de víctima directa e indirecta y se revalúa la necesidad de llevar a cavo esta categorización. En este sentido, el capítulo efectúa una revisión jurisprudencial para establecer una serie de parámetros que permitan definir un concepto contemporáneo de víctima, lo cual incluye un análisis exploratorio de lo que podrían denominarse víctimas colectivas de desaparición.


En el último capítulo se examina el concepto de reparación y las modalidades que establece el derecho internacional de los derechos humanos para reparar a una víctima de desaparición. Para tal fin, el estudio parte de conceptualizar la reparación como un principio general del derecho internacional, pero al mismo tiempo como un derecho autónomo. Estructuralmente, el capítulo se encuentra subdividido bajo las modalidades de reparación: restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción, garantías de no repetición y proyecto de vida. En cada uno de estos subacápites, la investigación desarrolla el principio básico de cada una de estas modalidades en el derecho internacional para, posteriormente, extrapolarlo a las situaciones de desaparición forzada que son examinadas a lo largo del capítulo IV.


Como se señaló al inicio de la introducción, el capítulo se desarrolla a través de un amplio estudio jurisprudencial de casos que ha conocido la Corte IDH y, en menor medida, el TEDH y el Comité DH. Para realizar este estudio se ha acudido a dos técnicas de tipo comparativo: la primera, relacionada con un estudio independiente de las indemnizaciones por daños de carácter inmaterial que son otorgadas por la Corte IDH y el TEDH, y la segunda, a través del empleo de tablas que permiten evidenciar aspectos específicos de las sentencias bajo estudio.


De la misma manera, en las secciones relacionadas con las medidas de satisfacción y garantías de no repetición se puede localizar un sistema de clasificación que pretende, no solo presentar un panorama completo de las medidas que han sido otorgadas por los órganos internacionales de protección de derechos humanos, sino también establecer una categorización de cada una de las medidas que fueron localizadas en el interior de la jurisprudencia. En la última sección de este capítulo se explora el denominado proyecto de vida, como una modalidad de reparación propia de la Corte IDH. Al final del texto, se localizan las principales conclusiones —divididas temáticamente— a las cuales ha llegado esta investigación.
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Capítulo I
La desaparición forzada de personas en perspectiva histórico-jurídica: su origen y evolución en el ámbito internacional


 


 


 


 


 


Es imposible entender la desaparición forzada sin, por lo menos, hacer una breve referencia sobre aquellos sucesos que permitieron decantar su contenido y elementos. Dada la imposibilidad para detallar todas las situaciones en las cuales se ha hecho uso extensivo de esta práctica, el presente capítulo se centrará en aquellos momentos que, de alguna forma, constituyen un referente indispensable en la construcción y evolución jurídica de esta violación.


Para cumplir este objetivo, el presente capítulo realiza un estudio histórico y documental del fenómeno de la desaparición forzada, resaltando aquellas situaciones que forzaron un cambio jurídico, de manera que analiza el papel de la Organización de las Naciones Unidas y la Organización de los Estados Americanos para enfrentar las situaciones de desaparición que llevaron a que la comunidad internacional aprobara el primer instrumento internacional específico sobre desaparición forzada de personas —la Declaración DF de 1992—.


 



1. Antecedentes histórico-jurídicos de la desaparición forzada de personas


 



1.1. Orígenes de un fenómeno con carácter universal


Resulta realmente complejo determinar con exactitud el origen de la desaparición forzada de personas como método represivo y de supresión de la oposición política1. No obstante, la historia presenta innumerables casos aislados de detenciones secretas cuyo principal objetivo consistía en generar terror en la población, desaparecer a un oponente político o debilitar un movimiento que estuviera en contra del ejercicio del poder por parte de cierto régimen2.


Así, por ejemplo, en el siglo XVIII bajo el absolutismo monárquico francés se desarrolló el concepto de las denominadas lettres de cachet, órdenes impartidas por el rey que tenían por objeto privar de la libertad, expulsar o desterrar a alguien3. Estos documentos legales, revestidos por el sello secreto del monarca4, se convirtieron en el método práctico para hacer desaparecer a los adversarios políticos, artistas o escritores percibidos como peligrosos o indeseables. A través de ellas, el monarca hacía uso de sus facultades para declarar la responsabilidad penal de un individuo, sin necesidad de llevar a cabo un juicio justo u otorgar la posibilidad de ejercer la debida defensa5. Al final, la ejecución de la orden monárquica requería el encarcelamiento inmediato del detenido, que era conducido a prisiones aisladas, conventos, hospitales y demás lugares de reclusión donde se podía perder su rastro6.


Con el transcurrir del tiempo, las lettres de cachet dejaron de ser un instrumento de uso exclusivo del soberano y entraron a formar parte de la vida pública francesa, donde los ciudadanos podían solicitar a la autoridad la detención de ciertas personas acusadas de cometer un sinnúmero de infracciones7. Su uso desmedido por parte de la sociedad, finalmente, ocasionó su declive y eliminación con la legislación postrrevolucionaria de 17908.


Otro ejemplo histórico de desapariciones forzadas lo encontramos a comienzos del siglo XX, con el advenimiento de la antigua Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas —URSS—, que empleó esta herramienta como mecanismo sistemático de represión para asegurarse que los opositores políticos9, aristócratas, intelectuales, comerciantes o los denominados “elementos inseguros” o “enemigos del pueblo”10, no perturbaran el orden público y el bienestar del Estado11.


Para llevar a cabo su propósito, fueron creados campos de concentración y de trabajo forzado llamados Gulag (Dirección General de Campos de Trabajo)12, a los cuales eran conducidos los delincuentes y los enemigos del régimen, con el propósito de lograr su “rehabilitación”13. Existían diferentes clases de Gulag, lo que permitía establecer categorías entre los prisioneros: los enemigos del régimen, por lo general, eran enviados a lugares donde su muerte o desaparición estaban aseguradas. Así, por ejemplo, muy pocos detenidos sobrevivían a una temporada de corte de madera en el invierno siberiano o a la extracción de oro en la región de Kolimá14. Sin embargo, las autoridades de la antigua URSS en ocasiones actuaban de manera menos sutil para eliminar a los elementos no deseados15:


 


Es cierto, la Unión Soviética encontró otros modos de asesinar en masa a cientos de miles de sus ciudadanos. Por lo común, eran llevados de noche al bosque, se los ponía en fila y se les pegaba un tiro en la cabeza, y eran enterrados en fosas comunes antes de llegar a un campo de concentración.16


 


Una vez que la policía secreta de la URSS asumió el control del sistema penal, se le facilitó realizar capturas masivas, sin necesidad de adelantar procesos judiciales, aportar pruebas o permitirle a los detenidos contar con defensores. Años más tarde, en la llamada época del “Gran Terror”17, que transcurrió entre 1937 y 1938, los mecanismos de represión contra los opositores reales o potenciales se intensificaron18. Las autoridades de la antigua URSS localizaban enemigos en todos los estamentos sociales, por lo que no había tiempo para garantizarles sus derechos; se calcula que en este periodo 632.000 personas fueron ejecutadas sin contar con las mínimas garantías judiciales19.


A pesar de que millones de personas fueron forzadas a pasar largos periodos de tiempo en estos campos de concentración20, la historia ha mirado hacia otras latitudes y ha olvidado que en la antigua URSS se practicaron desapariciones forzadas. Aunque se han realizado diferentes cálculos estimativos, algunos investigadores han indicado que aproximadamente entre 1,6 y 1,7 millones de personas murieron prisioneras entre 1930 y 195321, sin que sus familiares tuvieran certeza absoluta de su paradero.


Salvo contadas excepciones que han sido llevadas a la justicia, como la matanza de casi 4.000 polacos en los bosques de Katyn —provincia rusa de Smolensk—22, la mayor parte de las desapariciones permanece aún en la impunidad. En muchos casos, elaborados andamiajes jurídicos han sido elaborados para cubrir con un manto de confidencialidad los documentos oficiales que dan cuenta de las órdenes que fueron impartidas; en otros casos, calificaciones jurídicas como el “abuso de autoridad” y la prescripción de delitos se han tornado en la mejor excusa para impedir la investigación23.


Los desaparecidos se cuentan por millares en la historia reciente de la humanidad. Sin embargo, en estos dos últimos casos, la detención de los opositores políticos y su desaparición ha estado revestida por un grado de juridicidad que favoreció la comisión sistemática de estas violaciones. En ambos casos, las detenciones se justificaron a través de normas, facultades especiales y mecanismos para conservar el orden, sin que hasta la fecha se haya juzgado a los responsables o se haya reparado a las víctimas.


La impunidad, que ha estado acompañada por el olvido, ha sido la causante de que el inicio de las desapariciones forzadas se identifique con otro periodo histórico: la Segunda Guerra Mundial y los juicios de Núremberg24. Sin embargo, la historia de los desaparecidos del régimen absolutista francés y de los campos de concentración de la URSS nos demuestra que las desapariciones no son un fenómeno reciente25 y que quizá seguir su origen como método represivo en los anales de la humanidad es difícil de rastrear.


 



1.2. Los desaparecidos del Tercer Reich: el Decreto Nacht und Nebel


La mayor parte de la doctrina26 considera que la desaparición forzada de personas tiene como antecedente el denominado Decreto Nacht und Nebel o también llamado decreto Noche y Niebla o Decreto N.N.27, firmado el 7 de diciembre de 1941 por el supremo comandante de las Fuerzas Armadas del Tercer Reich, Adolf Hitler28.


El texto del decreto, que tuvo que ser reconstruido por el Tribunal Militar Internacional de Núremberg29, forma parte de una serie de normas que oficialmente se denominan Directivas para la persecución de las infracciones cometidas contra el Reich o las Fuerzas de Ocupación en los Territorios Ocupados, el cual señalaba lo siguiente:


 


The decree introduces a fundamental innovation. The Fuehrer and Supreme Commander of the Armed Forces orders that offenses committed by civilians within the occupied territories and of the kind mentioned above [offenses against the German State or the Occupying Power in the occupied territories], are to be dealt with by the competent Military Courts in the occupied territories only, if


 


(a) the death penalty is pronounced, and


(b) sentence is pronounced within 8 days of the prisoner’s arrest.


 


Unless both these conditions are fulfilled, the Fuehrer and Supreme Commander does not anticipate that criminal proceedings within the occupied territories will have the necessary deterrent effect.


 In all other cases the prisoners are in future to be transported to Germany secretly, and further dealings with the offenses will take place here; these measures will have a deterrent effect because


 


(a) the prisoners will vanish without leaving trace,


(b) no information may be given as to their whereabouts or their fate.30 


 


En términos generales, el Decreto Nacht und Nebel establece que aquellas personas capturadas realizando actos en contra del régimen31, debían ser juzgadas de manera inmediata por una corte marcial en aquellos casos en lo que se tuviera la plena certeza de que el acusado iba a ser encontrado culpable y su sentencia sería la pena de muerte. En los demás casos, es decir, en aquellas detenciones en las cuales i) la corte marcial no estuviera en capacidad de proferir una sentencia en un término inferior a los ocho días, ii) no hubiera pruebas suficientes para condenar al detenido32, iii) la condena fuera diferente a la pena de muerte, o incluso iv) la persona fuera encontrada inocente33, las fuerzas de seguridad debían trasladar al acusado de manera secreta a un nuevo campo de reclusión sin dar información sobre su traslado o paradero34.


De acuerdo con la lógica de las directrices elaboradas por el mariscal de campo alemán Wilhelm Keitel35, las medidas más idóneas para contrarrestar los actos que pudieran realizarse en contra del Tercer Reich, consistían en decretar la pena de muerte o la deportación oculta del acusado36. Una vez que se seleccionaba la segunda opción, los encargados de la detención borraban cualquier registro y trasladaban al prisionero a algún campo de concentración, lugar en el cual era torturado y ejecutado, sin que sus familiares o el resto de las personas pudieran conocer su paradero37.


En definitiva, “Hitler’s Night and Fog program was instituted for the deportation to Germany of many thousands of inhabitants of occupied territories for the purpose of making them disappear without trace and so that their subsequent fate remain secret”38, de ahí el nombre que le fue asignado al decreto que permitía realizar estos actos, pues el prisionero NN desparecía en la noche y la niebla.


La captura, juzgamiento y desaparición de prisioneros NN se llevó a cabo en todos los territorios ocupados por la Alemania nazi. Aún se desconoce el número de personas que fueron sometidas a esta forma de represión39, toda vez que los registros fueron borrados, con el fin de no dejar ningún rastro que permitiera la localización del detenido40. Como lo sostuvo Wilhelm Von Ammon, consejero del Ministerio de Justicia del Tercer Reich, quién se encargó de coordinar la aplicación de las directrices: “The essential point of the NN procedure, in my estimation, consisted of the fact that the NN prisoners disappeared from the occupied territories and that their subsequent fate remained unknown”41.


 



1.3. El Juicio de Núremberg: la primera condena por desaparición


Una vez finalizada la Segunda Guerra Mundial, las potencias vencedoras acordaron juzgar a los principales dirigentes, funcionarios y colaboradores del régimen nazi42. Así, se conformó el Tribunal Militar Internacional de Núremberg, que fue el encargado de conocer de la acusación en contra del mariscal de campo Wilhelm Keitel, por su participación en las desapariciones forzadas de miles de ciudadanos durante el régimen nazi, al haber favorecido la elaboración y aplicación del Decreto Nacht und Nebel.


Durante el juicio, se pudo establecer que la principal causa de la directiva era disminuir el número de actos de sabotaje en contra de las tropas de ocupación, sin tener que ejecutar a los presuntos responsables, con el fin de no generar un ambiente más tenso entre la población. Con tal propósito, se dispuso que los detenidos fueran deportados a Alemania y puestos a disposición de las autoridades de seguridad hasta el fin de la guerra, en aquellos casos en los cuales una corte marcial no pudiera proferir una sentencia de muerte en un plazo inferior a los ocho días43.


En la declaración que el mariscal Keitel rindió ante el tribunal, se pudo establecer que los responsables conocían que las órdenes que estaban aprobando eliminaban los procedimientos ordinarios de detención, razón por la cual, supuestamente para limitar las arbitrariedades y los excesos en la aplicación de las directivas, decidieron que las deportaciones fueran realizadas bajo un estricto procedimiento44.


A partir de lo anterior, en su defensa, el acusado sostuvo que no tuvo conocimiento de la “monstruosa tragedia” que se había cometido en aplicación del Decreto Nacht und Nebel. Así mismo, señaló que, como jefe de las fuerzas militares, desconocía el sistema de deportaciones masivas de prisioneros, la existencia de campos de concentración y ejecuciones de detenidos N.N., y afirmó: “I should like to emphasize that particularly, so that can be no doubt that it was not our idea to do away with the people as was later done in that Nacht und Nebel camp”45.


En su comparecencia ante el tribunal, Keitel sostuvo que sus acciones siempre se enmarcaron dentro de la debida obediencia y lealtad que debía al Tercer Reich. Sin embargo, en su última declaración, no solo fue consciente de que sus acciones habían ocasionado una de las más grandes tragedias de la humanidad, sino que mostró su arrepentimiento por los crímenes que había ordenado y cometido, al sostener lo siguiente:


 


In the course of the trial my defense counsel submitted two fundamental question to me, the first one already some months ago. It was: “In case of a victory, would you have refused to participate in any part of the success?”


 I answered: “No, I should certainly have been proud of it”.


 The second question was: “How would you act if you were in the same position again?”


 My answer: “Then I would rather choose death than to let myself be drawn into the net of such pernicious methods”


 Form these two answers the High Tribunal may see my viewpoint. I believed, But I erred, and I was not in a position to prevent what ought to have been prevented. That is my guilt.


 It is tragic to have realize that the best I had to give as a soldier, obedience and loyalty, was exploited for purposes which could not be recognized at the time, and that I did not see that there is a limit set even for a soldier’s performance of his duty. That is my fate.46


 


Tras escuchar los alegatos del fiscal, la defensa y la declaración del acusado, el Tribunal Militar Internacional de Núremberg sentenció:


 


There is nothing in mitigation. Superior orders, even to a soldier, cannot be considered in mitigation where crimes so shocking and extensive have been commited consciously, ruthlessly, and without military excuse or justification.47


 


De esta forma, el 1.o de octubre de 1946, el mariscal Keitel fue declarado culpable de cometer crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad y condenado a morir en la horca. Su condena se constituye, por consiguiente, en el primer caso en el que fue aplicado el derecho internacional para sancionar penalmente una situación masiva y sistemática de desapariciones forzadas48.


 



1.4. El Juicio de los Jueces: las desapariciones como una forma de pervertir el derecho


Con posterioridad al juicio seguido contra Keitel, fueron instruidos varios sumarios llamados los Juicios de Núremberg, en los cuales se agrupó a los responsables según el rol que desempeñaron durante la guerra49. Aunque el Decreto Nacht und Nebel fue mencionado en diferentes procesos, el más importante de todos fue el denominado Juicio de los Jueces, que tramitado por el Tribunal Militar de Núremberg III de los Estados Unidos, conoció de las causas criminales seguidas contra dieciséis abogados y jueces que hicieron parte del aparato jurídico del Tercer Reich y que con su conocimiento pervirtieron el derecho al ser los encargados de redactar algunas directrices y darle aplicación al Decreto N.N.


La acusación realizada por el fiscal advertía que la aplicación del Decreto Nacht und Nebel requería un soporte jurídico que fue prestado mediante la colaboración y ayuda del Ministerio de Justicia, los magistrados de las cortes especiales y los fiscales encargados de presentar las acusaciones en contra de los detenidos N.N. Así, durante las vistas que se llevaron a cabo entre el 4 de enero y el 4 de diciembre de 1947, los acusados, que en su mayoría hacían parte del Ministerio de Justicia del Tercer Reich, señalaron que conocían que las órdenes impartidas por el Führer, Adolf Hitler, contravenían las normas del derecho internacional, pero que debido al régimen que ciegamente imperaba en los altos estamentos alemanes, decidieron consentir en su en su adopción y aplicación50. Bajo estos señalamientos, el tribunal, por lo tanto, encontró probado que:


 


The evidence establishes beyond a reasonable doubt that in the execution of the Hitler NN decree the Nazi regime’s Ministry of Justice, Special Courts, and public prosecutors agreed to and acted together […] The trials of the accused NN persons did not approach even a semblance of fair trial or justice. The accused NN persons were arrested and secretly transported to Germany and other countries for trial. They were held incommunicado. In many instances there were denied the right to introduce evidence, to be confronted by witnesses against them, or to present witnesses in their own behalf. They were tried secretly and denied the right of counsel of their own choice, and occasionally denied the aid of any counsel. No indictment was served in many instances and the accused learned only a few moments before the trial of the nature of alleged crime for which he was to be tried. The entire proceedings from beginning to end were secret and no public records was allowed to be made of them.51


 


De igual forma, el tribunal realizó un aporte jurídico valioso al derecho internacional al encontrar que la desaparición forzada de los detenidos no solo violaba los derechos de la víctima, sino que el sufrimiento y la angustia constituían un trato cruel e inhumano en contra de los familiares. El tribunal consideró que la práctica ejecutada por las autoridades judiciales “created an atmosphere of constant fear and anxiety among their relatives, friends, and the population of the occupied territories”52.


Adicionalmente a lo anterior, el análisis jurídico del Decreto Nacht und Nebel y su puesta en práctica por parte de las autoridades judiciales, le permitió encontrar que el principal objetivo de la citada normativa, no se fundaba en sancionar a la persona que había sido detenida por realizar actos prohibidos por el régimen nazi, sino que, por el contrario, consistía en infligir dolor y angustia a los familiares y amigos de los desaparecidos53.


Una vez determinado el objetivo y alcances del programa diseñado por el Decreto Nacht und Nebel, el tribunal encontró que aquellos abogados, jueces y fiscales que participaron en la aplicación jurídica de las directrices eran responsables de la comisión de crímenes de guerra y crímenes contra la humanidad, por haber aplicado una medida que causaba terror en la población de manera sistemática y brutal54.


El 4 de diciembre de 1947, el tribunal profirió su sentencia. A pesar de la gravedad de los delitos, solo cuatro de los acusados fueron condenados a cadena perpetua, otros cuatro fueron absueltos y los restantes fueron sentenciados a penas privativas de la libertad entre cinco y diez años55. La mayoría de los condenados fueron puestos en libertad sin que hubieran cumplido la totalidad de la pena.


No obstante lo anterior, la importancia de estos juicios radica en el hecho de que constata jurídicamente el uso de una política sistemática y generalizada de represión, que pudo ser conocida, investigada y sancionada penalmente por un tribunal internacional. Por primera vez en la historia, el derecho había encontrado la forma de penalizar una conducta que hasta el momento había estado siempre en la impunidad.


El Juicio de los Jueces evoca el concepto esbozado por la filósofa política alemana de origen judío Hannah Arendt, acerca de la banalidad del mal 56, pues demuestra que aquellas personas, jueces y abogados encargados de impartir justicia, se convirtieron en la mayor empresa criminal para realizar desapariciones forzadas en cumplimiento de su deber. Los condenados de Núremberg, a pesar de haber cumplido con la ley, serán responsables ante la historia por pervertir el derecho y omitir la reflexión moral de sus propios actos.


 



1.5. Las desapariciones forzadas en América Latina: los gobiernos y dictaduras militares


Tras la época de la posguerra, la desaparición forzada como método de terror y represión de opositores políticos se extendió por todo el mundo57. Sin embargo, la lucha contrainsurgente y la llegada de gobiernos y dictaduras militares en América Latina ocasionaron que este fenómeno haya sido identificado en mayor grado con los sucesos que ocurrieron en el hemisferio americano entre los años sesenta y noventa58.


En dicha época, el descontento y la desigualdad social fueron el caldo de cultivo para generar una nueva corriente de pensamiento que reivindicaba los derechos de la clase trabajadora, demandaba el reparto equitativo de la riqueza y la modificación del modelo neocolonialista de producción y de poder. Los denominados revolucionarios americanos, se convirtieron en los líderes de una revolución social que exigía una mayor participación política de las clases oprimidas, igualdad social, reformas agrarias, nacionalización de las empresas extranjeras, educación gratuita, salud pública y bienestar social59.


Paralelamente, la aparición en el seno de la Iglesia católica de la llamada teología de la liberación60 que legitimaba la lucha contra la violencia institucional y los opresores sociales, y más adelante, el triunfo de la revolución cubana, fueron los detonantes para que en amplios sectores sociales llegaran ondas de choque que mostraban que los cambios institucionales eran posibles y que los movimientos sociales podían triunfar61.


Frente a esta situación, que ponía en riesgo el poder que habían ejercido ciertas élites sociales, así como los intereses económicos que tenían diferentes empresas multinacionales, se edificó una respuesta que atacaba el discurso ideológico de cambio social para identificarlo con el enemigo de Occidente: el comunismo62.


De esta forma, los Estados Unidos de América, potencia hegemónica de la región, elaboró toda una estrategia antisubversiva capaz de contener y contrarrestar cualquier clase de movimiento que fuera en contra sus intereses. Para tal fin, patrocinaron la caída de gobiernos de corte popular e instauraron en el continente americano la denominada doctrina de la seguridad nacional, que como se verá en el acápite siguiente, fue la responsable de la desaparición de miles de personas a manos de los gobiernos y dictaduras militares que a través de la opresión contuvieron las reivindicaciones sociales.


 


1.5.1. La doctrina de la seguridad nacional: la ideología detrás de las desapariciones


Se denomina doctrina de la seguridad nacional63 al conjunto de proposiciones de carácter ideológico y de corte militar que fueron resultado de las acciones de política exterior de los Estados Unidos en contra del comunismo64. Esta doctrina puede considerarse una modalidad de guerra postbélica, a través de la cual, el Estado preserva su seguridad interna65, estructura social e ideología política y se enfrenta a las interferencias provenientes de posiciones antagónicas que rompen el espíritu liberal y capitalista de Occidente66. En términos generales, esta doctrina consideraba que las sociedades latinoamericanas se encontraban en un peligro inminente que pretendía arrebatarles su espíritu nacional67. Le correspondía, entonces, a las fuerzas militares realizar todos los actos que fueran necesarios para prevenir la amenaza comunista y preservar el statu quo.


Con el advenimiento de la denominada doctrina Nixon68, los Estados Unidos replantearon su estrategia para combatir el advenimiento de movimientos de carácter marxista69, para lo cual diseñaron toda una estrategia en la cual involucraban de manera activa a los ejércitos de los Estados latinoamericanos en la preservación de la seguridad intrahemisférica70. Así, las fuerzas militares de los países americanos replantearon sus objetivos para participar de forma directa en la garantía del orden interno71.


A partir de lo anterior, las interferencias que debían ser neutralizadas por los gobiernos americanos consistían en frenar corrientes de adoctrinamiento o de modificación de creencias o pautas de comportamiento que pudieran afectar el espíritu de las sociedades occidentales y llevarlas al comunismo. Para tal fin, se consideró que ciertas expresiones sociales como huelgas, manifestaciones, reclamos y paros, etc., podían debilitar el entramando social y la estructura estatal, por lo que sus organizadores y líderes debían ser vigilados y reprimidos por el propio Estado72.


El cambio de discurso permitió que los gobiernos de carácter radical vieran en sus propios ciudadanos a un enemigo o una amenaza a la seguridad nacional73, lo cual amparó la comisión de graves delitos por parte de la fuerza pública que empleó tácticas de contrainsurgencia, torturas, secuestros y desapariciones forzadas contra estudiantes, profesores universitarios, líderes sindicales y, en general, cualquier persona que pudiera ser considerada un “elemento subversivo”74.


El ascenso al poder de los gobiernos democráticos de Jacobo Arbenz en Nicaragua (1950-1954) y Juan Domingo Perón en Argentina (1946-1955), así como el triunfo de la revolución cubana, permitió suponer que las estructuras democráticas eran instituciones altamente vulnerables a ideologías foráneas75. Los ideólogos de la doctrina de la seguridad nacional, por lo tanto, consideraron que todas las estructuras del Estado requerían el control urgente por parte de las fuerzas militares76. La lucha en contra de que algún país del continente americano pudiera representar la “cabeza de playa soviética”77 impulsó a los Estados Unidos de América a la implantación de gobiernos o dictaduras militares capaces de contener el avance del comunismo78.


De esta forma, los ciudadanos de América Latina vieron cómo eran reemplazados los gobiernos democráticos por regímenes militares y dictatoriales79. La doctrina de la seguridad nacional, que era instruida desde la Escuela de las Américas en Panamá80, había logrado su misión de adoctrinar a los comandantes de los ejércitos latinoamericanos en su lucha contra la propagación de ideas comunistas o socialistas81.


En la figura 1 se evidencia la forma como, de manera casi paralela, los países del continente americano abandonaron la democracia y se sumergieron en los regímenes de corte militar82:


 


Figura 1. Gobiernos y dictaduras militares en América Latina
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Fuente: elaboración propia.


 


Esta situación permitió la llegada al poder de regímenes dictatoriales y autoritarios como el de Alfredo Stroessner en Paraguay (1954-1989), Hugo Banzer en Bolivia (1971-1978) y Augusto Pinochet en Chile (1973-1990), entre otros. De manera casi inmediata, la desaparición forzada de personas se convirtió en el método de represión por excelencia83, toda vez que la víctima quedaba en un limbo jurídico y los recursos judiciales, por lo general, no lograban ser idóneos y efectivos para dar con el paradero del desaparecido84.


Las palabras del exdictador Jorge Rafael Videla de Argentina son elocuentes para ilustrar el fenómeno que se extendió por todo el continente:


 


Debemos aceptar como una realidad que en la Argentina hay personas desaparecidas. El problema no está en asegurar o negar esa realidad, sino en saber las razones por las cuales esas personas están desaparecidas […] Han desaparecido por pasar a la clandestinidad y sumarse a la subversión; han desaparecido porque la subversión las eliminó por considerarlas traidoras a su causa; han desaparecido porque en un enfrentamiento, donde ha habido incendios y explosiones, el cadáver fue mutilado hasta resultar irreconocible, y acepto que puede haber desaparecidos por excesos cometidos en la represión. Esta es nuestra responsabilidad: las otras alternativas no las gobernamos nosotros.85


La lucha contrainsurgente pronto se volvió un mecanismo de terror86, incluso en los Estados con marcado carácter democrático como Colombia. Así, en casi todos los países se construyeron o adaptaron lugares clandestinos de detención, a los cuales eran llevados los desaparecidos para ser interrogados y torturados87. En algunas ocasiones, los detenidos permanecían en el lugar de detención por largos periodos, mientras que en otras circunstancias eran conducidos a lugares lejanos o transportados en vehículos o aviones que se encargaban de su desaparición88. Como alguna vez señaló un militar argentino, los desaparecidos “van a la niebla de ninguna parte”89.


La dificultad de encontrar a las víctimas y, por lo tanto, llevar ante la justicia a los victimarios, fue una de las causas por las que la desaparición forzada de personas se extendió con rapidez por todos los países latinoamericanos y se convirtió en el método de lucha contrainsurgente de la doctrina de la seguridad nacional. Como bien lo sostendría uno de los familiares de las víctimas de desaparición:


 


Cuando los militares latinoamericanos empezaron a utilizar la práctica de la desaparición forzada de personas como un método represivo, creyeron que habían descubierto el crimen perfecto: dentro de su inhumana lógica, no hay víctimas, por ende, no hay victimarios ni delito.90


 


Fueron miles las personas desaparecidas por los regímenes militares y dictatoriales91. La desclasificación de documentos secretos y la aparición de los “archivos del Horror” en Paraguay92 o del “Diario militar” en Guatemala93 constituye la más clara evidencia de los crímenes realizados por los militares en pro de la seguridad intrahemisférica.


La historia ha venido juzgando a los responsables de las desapariciones forzadas realizadas por los regímenes militares y dictatoriales que emplearon la doctrina de la seguridad nacional como escudo ideológico para cometer las más graves atrocidades en contra de los ciudadanos del mismo Estado. Aunque han pasado muchos años, la justicia ha señalado que las leyes de amnistía y punto final que les servían de escudo a los criminales94 son incompatibles con las sociedades democráticas y el derecho internacional de los derechos humanos95.


 


1.5.2. Las desapariciones transnacionales: la Operación Cóndor


La Operación Cóndor fue un mecanismo ideado en el marco de la doctrina de la seguridad nacional que vinculó a Argentina, Brasil, Bolivia, Chile, Uruguay y Paraguay96, en una operación sistemática, transnacional y conjunta, que incluía la persecución, captura y en algunos casos la tortura y posterior desaparición de miles de ciudadanos opositores a los regímenes militares y dictatoriales del Cono Sur97.


Aunque esta operación tomó forma a partir del 29 de octubre de 197598, fecha en la cual el general Augusto Pinochet de Chile convocó la primera reunión de trabajo de inteligencia nacional con los países del hemisferio americano99, las pruebas documentales sobre la existencia de la Operación Cóndor solo surgieron el 22 de diciembre de 1992, cuando fueron descubiertos los archivos del Departamento de Investigaciones de la Policía del Paraguay100, bautizados como el Archivo del Horror101. Estos documentos prueban la existencia de una colaboración perversa entre las dictaduras y los gobiernos militares del Cono Sur para reprimir y desaparecer a todo aquel que fuera considerado un “elemento subversivo”102.


El Operativo Cóndor permitió que los regímenes latinoamericanos, en su cruzada anticomunista, detuvieran a los ciudadanos de otros Estados sin que hubieran sido enjuiciados, fueran interrogados sin el cumplimiento de las mínimas garantías judiciales y remitidos clandestinamente a prisiones secretas en su país de origen103. De esta forma, los opositores políticos, estudiantes, profesores, sindicalistas, campesinos y, en general, cualquier persona declarada “subversiva” que había buscado refugio en un tercer país, se encontró en una situación de peligro, toda vez que los Estados del Cono Sur coordinaban sus esfuerzos para capturar, torturar y desaparecer a todo aquel que fuera considerado contrario al sistema104.


De esta forma, el objetivo táctico del Cóndor era, por lo tanto, crear una red de información que fuera capaz de perseguir a los “elementos subversivos” en América y Europa105, con el fin de silenciar a todas aquellas personas que, literalmente, le “estaba[n] haciendo daño al país”106.


Así, uno de los operativos que mayor resonancia tuvo en la esfera internacional fue el asesinato de Orlando Letelier, exmiembro del gobierno de la Unidad Popular de Salvador Allende, que murió en el barrio de las embajadas en Washington D.C, el 21 de septiembre de 1976, como consecuencia de una bomba activada a control remoto que se encontraba localizada en la parte inferior de su automóvil107. Con esta acción la Operación Cóndor mostró que su “vuelo” era realmente largo y que la lucha sucia contra la subversión perseguiría a sus enemigos aun en aquellos países en los cuales pudiera existir un mínimo de protección108. Los objetivos de la Operación Cóndor fueron en su mayoría blancos precisos: personas exiliadas o refugiadas en países vecinos consideradas enemigas.


Podría afirmarse que la Operación Cóndor fue un arma ofensiva de un supraEstado paralelo109 en el hemisferio americano. Bajo la cubierta de esta infraestructura trasnacional, las agencias de inteligencia y seguridad de la región lograron establecer toda una serie de prisiones clandestinas y centros de detención, donde eran conducidas todas aquellas personas consideradas en contra del régimen110.


La coordinación entre los Estados era tan efectiva que, una vez que la víctima se encontraba en poder de sus secuestradores, era trasladada sin pasaporte o documentos a través de la frontera, mediante el uso de vehículos sin placas y vuelos sin registro. Tan pronto llegaba a algún lugar clandestino de detención, era sometida a torturas con el fin de obtener de ella información acerca de otros “elementos subversivos”111. La víctima podía durar largos periodos en estos centros clandestinos de detención, pero al final su muerte estaba asegurada, bien sea porque no resistía los sufrimientos causados por la tortura, o porque la orden de los altos mandos militares era eliminar a los enemigos. Su desaparición no se registraba y su cuerpo era inhumado en una fosa común, incinerado o lanzado al mar desde algún avión112.


La guerra sucia que se libró en el Cono Sur dejó miles de desaparecidos. En Argentina las cifras oficiales de la Comisión Nacional sobre la Desaparición de Personas registra la existencia de 8.961 desaparecidos y de 380 centros clandestinos de detención113. A pesar de lo anterior, las organizaciones de derechos humanos han señalado que las cifras de desaparecidos ascienden a más de 30.000 personas si se considera que por temor muchas víctimas y sus familiares se rehusaron a interponer algún tipo de denuncia114.


En Paraguay, por su parte, la cifra oficial de desaparecidos de la Comisión de Verdad y Justicia ha señalado que durante el periodo de la dictadura hubo 425 víctimas, de las cuales 337 correspondieron a desapariciones forzadas, 59 a ejecuciones extrajudiciales y 29 sobre las cuales no se tuvo convicción sobre su tipificación115. Las cifras extraoficiales de las organizaciones defensoras de derechos humanos, en oposición a los datos oficiales, han indicado que existe una alta tasa de subregistro y que durante la época de la dictadura pudo haber más de 2.000 víctimas116.


En el caso chileno, el Informe de la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación señala que durante la época de la guerra sucia se presentaron 957 desaparecidos y 600 casos sin “convicción”, debido a la carencia de pruebas117. No obstante, la Vicaría de la Solidaridad, organismo que ha trabajado desde el comienzo con los familiares de las víctimas, tiene reportes de 984 casos, sin contar a aquellos chilenos detenidos en Argentina118, mientras que el Centro de Estudios Miguel Enríquez, con información de la Agrupación de Familiares de Detenidos-Desaparecidos, ha elaborado un listado en el cual ha identificado a 1.193 desaparecidos119.


En el Uruguay la actualización de la Investigación Histórica sobre detenidos desaparecidos logró confirmar un total de 175 víctimas de desaparición forzada de personas120, mientras que en Brasil la Comissão dos Familiares de Mortos e Desaparecidos Políticos ha señalado que durante el tiempo que duró la lucha antisubversiva se presentaron 376 casos de víctimas de desaparición121. En Bolivia, por su parte, aún no hay certeza del número de desaparecidos, sin embargo, de acuerdo con la información de la Asociación de Familiares de Detenidos, Desaparecidos y Mártires de la Liberación Nacional, durante el periodo de la represión se presentaron, por lo menos, 154 casos de desaparición122.


Posiblemente, las cifras de desaparecidos como consecuencia de la aplicación de la doctrina de seguridad nacional y, en concreto, la Operación Cóndor, será difícil de consolidar en un reporte oficial que registre exactamente la brutalidad con que fueron reprimidos los opositores políticos en el hemisferio americano. No obstante, la importancia de la Operación Cóndor para la historia de la desaparición forzada de personas consiste en que “fue la cristalización de la primera alianza internacional de carácter oficial para combatir el terrorismo”123.


 



2. El papel de las Naciones Unidas en la lucha contra la desaparición forzada


Una vez finalizada la Segunda Guerra Mundial, los horrores y las atrocidades que sufrieron millones de personas durante el conflicto bélico pusieron en evidencia la carencia de un sistema adecuado que permitiera que los gobiernos resolvieran pacíficamente sus controversias sin necesidad de recurrir a la guerra124.


El recuerdo del Holocausto y las violaciones masivas a los derechos humanos resultaba ser muy doloroso para la humanidad. Fue así como, el 26 de junio de 1945, en la Conferencia de San Francisco se firmó la Carta de las Naciones Unidas125, la cual dio origen a la Organización de las Naciones Unidas —ONU—126. Desde su creación, la preocupación por los derechos humanos quedó plasmada en los artículos 1(3), 55(c) y 56127 de su tratado constitutivo, los cuales obligan a todos sus miembros a promover “el respeto universal a los derechos humanos y a las libertades fundamentales de todos” y tomar “medidas conjunta o separadamente, en cooperación con la Organización” para tal fin.


Debido a su singular carácter, la ONU puede adoptar decisiones sobre una amplia gama de temas, lo cual le ha permitido crear un marco jurídico relacionado con la protección internacional de los derechos humanos128. Así, ha adoptado diferentes instrumentos internacionales con el fin de promover y garantizar su eficacia, tales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos129 que, au cuando no es legalmente vinculante130, sirvió como base para la adopción del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos131 y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales132, los cuales en conjunto forman lo que se denomina la Carta Internacional de Derechos Humanos133.


Desde 1945, la ONU ha emprendido diversas actuaciones a favor de los derechos humanos y, en concreto, ha aprobado tratados, resoluciones y otros instrumentos que prohíben las desapariciones forzadas. Igualmente, ha creado procedimientos, organismos subsidiarios e incluso ha confiado tareas a relatores especiales o grupos de trabajo para tratar las cuestiones relacionadas con los desaparecidos.


Debido a lo anterior, el presente acápite no pretende detallar toda la historia y el carácter de todas las reacciones y decisiones que la ONU ha realizado para enfrentar las desapariciones forzadas y las violaciones de derechos humanos que estas conllevan. Por el contrario, su objetivo es ofrecer una perspectiva amplia sobre la forma como el trabajo político y diplomático dentro de la organización —pese a las restricciones que en mayor o en menor grado ejercen los Estados— consolidó una respuesta vigorosa frente al fenómeno de la desaparición, antes de que fuera aprobada la Declaración de las Naciones Unidas sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones forzadas134, que será tratada en el capítulo siguiente.


 



2.1. La antigua Comisión de Derechos Humanos: las denuncias sobre desaparición forzada en la “papelera más complicada jamás inventada” (1946-1967)


Durante sus sesenta años de existencia (1946-2006), la antigua Comisión de Derechos Humanos —Comisión DH—135, establecida en virtud del artículo 68 de la Carta de la ONU136, fue un organismo dedicado de manera permanente a la promoción y protección internacional de los derechos humanos137. Su mandato inicial señalaba que debía ser un cuerpo colegiado intergubernamental encargado de proponer recomendaciones sobre la adopción de instrumentos internacionales relacionados con la protección de los derechos intrínsecos del ser humano138, razón por la cual, durante sus primeros veinte años, dedicó sus esfuerzos para elaborar el proyecto de Declaración Universal de los Derechos Humanos139, seguido de los borradores de los dos pactos internacionales sobre derechos humanos140.


Esta decisión ocasionó que la Comisión DH se declarara incompetente141 para dar trámite a los centenares de denuncias sobre violaciones a los derechos humanos que remitían a la ONU personas naturales, colectividades y organizaciones no gubernamentales142 que deseaban que sus situaciones particulares fueran asumidas y tramitadas por algún organismo internacional. De esta forma, decenas de comunicaciones o denuncias relacionadas con desapariciones forzadas fueron archivadas sin que hubieran sido examinadas o se hubiera ordenado alguna medida tendiente a proteger los derechos vulnerados o bajo amenaza143. Esta situación, que no estuvo exenta de crítica144, fue respaldada por el Consejo Económico y Social de la ONU145, el cual, en la resolución en la que refrendó la decisión asumida por la Comisión DH, estableció un procedimiento para “archivar” las denuncias sobre violaciones a los derechos humanos recibidas por la ONU, que fue calificado como “la papelera más complicada jamás inventada”146.


Esta lamentable decisión perduró hasta finales de la década de los sesenta, época en la cual la Asamblea General de la ONU solicitó a la Comisión DH “examinar con carácter de urgencia el modo de reforzar los medios de que las Naciones Unidas disponen para poner término a las violaciones de los derechos humanos dondequiera que ocurran”147. Con base en esta determinación, el 16 de marzo de 1967, la Comisión DH profirió las resoluciones 8 (XXIII)148 y 9 (XXIII)149, por medio de las cuales decidió examinar todos los años la cuestión de las violaciones a los derechos humanos y las libertades fundamentales150.


En términos generales, la resolución 8 (XXIII) fue el mecanismo con el cual la Comisión DH pretendió dejar sin efecto su falta de competencia para conocer de denuncias individuales, al solicitarle al Consejo Económico y Social su autorización para conocer de las comunicaciones tramitadas mediante la Resolución 728 F (XXVIII)151 cuando estas se refiriesen a violaciones graves de derechos humanos y libertades fundamentales, con el propósito de emprender estudios e investigaciones para informar y recomendar la adopción de medidas tendientes a superar la situación152. Por su parte, la Resolución 9 (XXIII) recomendó al Consejo Económico y Social confirmar la competencia de la Comisión DH para adoptar medidas generales y específicas sobre violación a los derechos humanos, sin perjuicio de las funciones y competencias de otros órganos existentes o que llegaren a existir153. Fue así como las peticiones individuales pasaron a ser consideradas una fuente de información para el análisis de la situación general de los derechos humanos154, lo cual fue motivo suficiente para que la Comisión DH, sin esperar a una respuesta por parte del Consejo Económico y Social, asumiera un papel activo en la promoción y protección de los derechos humanos, al establecer el denominado Grupo Especial de Expertos sobre el África Meridional155.


Con la creación de este grupo, encargado de investigar los casos de tortura y maltrato a prisioneros, detenidos o personas bajo custodia en África del Sur, la Comisión DH pretendió establecer un mecanismo de intervención que, sin el consentimiento del Estado interesado156, tenía la capacidad de recibir comunicaciones y pruebas testimoniales sin estar sometido a rigurosidades procedimentales. La forma de trabajo de este grupo, así como sus recomendaciones, sentaría un precedente en la forma como la Comisión DH podía actuar en los casos de graves violaciones a los derechos humanos.


De esta forma, aunque las denuncias sobre desaparición forzada fueron archivadas por más de dos décadas, la puesta en funcionamiento del Grupo Especial de Expertos marcaría los pasos que daría la Comisión DH en los años venideros, los cuales serán analizados en los acápites subsiguientes.


 



2.2. La asunción de competencias por parte de la antigua Comisión de Derechos Humanos y su relación con las desapariciones forzadas: las resoluciones 1235 y 1503


Si bien el proceso de definición de la competencia de la Comisión DH había supuesto una limitante para avanzar en la construcción de mecanismos de protección de los derechos humanos, sería el Consejo Económico y Social el que daría vía libre a una nueva forma de actuación que se constituiría en una auténtica derogación de la cláusula de incompetencia para conocer de comunicaciones (supra).


En efecto, en su Resolución 1235 (XLII), de 6 de junio de 1967, el Consejo Económico y Social facultó de manera directa a la Comisión DH para examinar aquellas “situaciones que revelen un cuadro persistente de violaciones a los derechos humanos” en ciertos países y la autorizó para “examinar la información pertinente sobre violaciones notorias de los derechos humanos y las libertades fundamentales que ilustran la política de apartheid practicada en la República de Sudáfrica y en el Territorio del África Sudoccidental [...] y la discriminación racial que se practica especialmente en Rhodesia del Sur”157.


Bajo estos términos fue como se estableció el primer procedimiento de la Comisión DH, a través de un mecanismo de carácter público que pretendía examinar en los periodos de sesiones las situaciones de violaciones masivas y sistemáticas de derechos humanos con el propósito de llamar la atención de la comunidad internacional, tal y como ocurrió más adelante con Nicaragua, Guatemala, Chile y Bolivia, entre otros.


Este nuevo escenario, sin embargo, requería un nuevo procedimiento encaminado a dar trámite a las comunicaciones o denuncias presentadas por particulares sobre violaciones a los derechos humanos, el cual pese a la fuerte polémica que suscitó158, fue adoptado tres años más tarde a través de la Resolución 1503 (XLVIII) de 27 de mayo de 1970159.


El procedimiento 1503, llamado así por el número de la resolución que lo estableció, autorizaba a la Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías160 a designar un grupo de trabajo para que una vez al año161, en sesiones de carácter privado y confidencial, examinara todas las comunicaciones162, así como las repuestas de los gobiernos, con el objetivo de encontrar aquellas que revelaran “un cuadro persistente de violaciones manifiestas y fehacientemente probadas de los derechos humanos y de las libertades fundamentales”163.


Una vez realizado el examen, aquellas comunicaciones que revelaran un “cuadro persistente de violaciones” debían ser remitidas al Grupo de Trabajo sobre las Situaciones de la Comisión DH164, el cual de manera confidencial analizaba los casos puestos a consideración, con el propósito de recomendar su remisión a la Comisión DH165.


Durante su siguiente periodo de sesiones, la Comisión DH, de conformidad con las recomendaciones que realizaba el Grupo de Trabajo sobre las Situaciones, analizaba aquellos casos en los cuales eran evidentes situaciones persistentes y sistemáticas; para ello, recibía de forma confidencial los informes y declaraciones realizados por los representantes de los diferentes gobiernos sometidos a examen, con el propósito de establecer si la situación requería la adopción de alguna medida.


Entre las medidas que se podían adoptar, la Comisión DH podía solicitar la elaboración de un estudio en profundidad, el seguimiento de la situación, la creación de una comisión especial de investigación o el establecimiento de contactos directos con los gobiernos a través de un representante de la Comisión DH o un enviado especial del secretario general de la ONU, etc.166. Posiblemente, la medida que más impacto internacional ocasionaba, era aquella en la cual la Comisión DH decidía trasladar su examen al procedimiento público establecido en la Resolución 1235 (XLII), con lo cual el análisis de la situación perdía su confidencialidad y quedaba expuesta a la comunidad internacional la práctica estatal que constituía una violación a los derechos humanos y libertades fundamentales167.


Precisamente, fue en el marco de los procedimientos públicos derivados de la Resolución 1235 (XLII) que el fenómeno de las desapariciones tuvo su mayor impacto, toda vez que la Comisión DH instituyó una serie de procedimientos que, sin duda alguna, generaron presión entre los Estados que realizaban estas prácticas y la opinión internacional que condenaba fuertemente su accionar.


De manera conceptual, el tratamiento de estos procedimientos nos permite diferenciar dos categorías, a saber: i) el procedimiento público general que se refiere a todas aquellas actividades que llevó a cabo la Comisión DH y que giraron en tono del debate público de ciertas cuestiones de derechos humanos, que no siempre terminaban con la adopción de medidas específicas y donde el problema de los desaparecidos solo era parte de una agenda general y; ii) los procedimientos públicos especiales, que es “aquella categoría de actividades integradas en el sistema del procedimiento público, basadas en el estudio de una situación de violación individualizada, y en las que el ejercicio de la función de control se realiza fundamentalmente sobre la base de un informe especialmente elaborado al efecto por un órgano básico de información designado ‘ad hoc’”168. En esta última categoría, la cuestión de los desaparecidos surgió no solo como un eje que impulsó la adopción de algunos procedimientos, verbigracia Chile (infra), sino en el marco de investigaciones generales sobre la situación de los derechos humanos en ciertos países, verbigracia Guatemala, Salvador, etc.


Respecto de los procedimientos públicos especiales, es importante señalar que el núcleo básico de su labor lo constituye la investigación y el estudio realizado de una temática determinada —mandato temático— o de la violación de todos los derechos en un determinado país —mandato geográfico—. Con todas estas herramientas, la Comisión DH tuvo la posibilidad de comenzar a enfrentar el fenómeno de las desapariciones forzadas a partir de la década de los setenta, cuando comenzaron a llegar reportes y denuncias masivas que señalaban que en el Cono Sur americano, especialmente en Chile, la desaparición forzada se empleaba de manera sistemática como forma de represión política y social.


Así, la Comisión DH, con el propósito de realizar de manera adecuada su labor investigativa —en el caso de los desaparecidos—, instituyó los primeros mandatos especiales enfocados en la situación chilena169, que serán explicados en otros acápites (infra), pero que para los fines de esta sección son: i) el primer mandato especial de carácter geográfico, denominado Grupo de Trabajo Ad Hoc para estudiar la situación de los derechos humanos en Chile (1975-1979), que mediante la técnica de la visita in situ tenía entre su misión recabar información de manera directa relacionada con la situación de los detenidos-desaparecidos; ii) el primer mandato mixto —temático y geográfico—, denominado relator especial sobre la cuestión de la suerte de las personas desaparecidas o cuyo paradero se desconoce en Chile en 1979 y; iii) el relator especial sobre Chile (1979-1990), que además de estudiar el tema de los desaparecidos debía enfocarse también en la garantía y respeto de los demás derechos humanos.


Como se desprende de lo anterior, la situación del país austral americano, sin lugar a dudas, jugó un papel importante en el desarrollo de los mecanismos para combatir la desaparición forzada de personas y confirmó que las Naciones Unidas tenían la responsabilidad para actuar si se establecía un cuadro persistente de violaciones manifiestas a los derechos humanos170.


 



2.3. La Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías: los primeros estudios y propuestas contra la desaparición (1973-1980)


El papel de la antigua Subcomisión de Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías171, en la lucha contra la desaparición forzada, ha sido fundamental en el marco de las Naciones Unidas. Su protagonismo inició en 1973, fecha en la cual debido a las denuncias que estaba recibiendo la Comisión DH, estimó que era necesario prestar atención a la cuestión de los presos políticos en algunos países, y, por consiguiente, examinar la situación en un tema separado del programa general172.


Esta determinación permitió que la Subcomisión asumiera la labor de identificar aquellas prácticas extendidas que daban lugar a cometer desapariciones173, sobre todo en aquellas circunstancias en las cuales el Estado había decretado un estado de emergencia o ley marcial, que por lo general implicaba la limitación de ciertos derechos e incluso la negación del habeas corpus174, como ocurría en el caso chileno175.


Para llevar a cabo esta tarea, la Subcomisión encomendó la realización de dos estudios generales que tocaban de manera tangencial la situación de los desaparecidos; por una parte, un estudio de las consecuencias que para los derechos humanos tienen los estados de sitio o de excepción176 y, por otra, un estudio sobre la independencia e imparcialidad del poder judicial, los jurados y los asesores y la independencia de los abogados177.


Fue así como la lucha contra la desaparición forzada se abrió paso por dos caminos que no habían sido transitados; por un lado, la Subcomisión con la información que recabó se dio a la tarea de elaborar un estándar mínimo aplicable a todas las situaciones en las que se llevara a cabo una privación de la libertad, que se materializó en el denominado conjunto de principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión (infra)178 y, por otro lado, insistió a la Comisión DH —sin éxito179— en la creación de un grupo de trabajo encargado de conocer de aquellas situaciones en las cuales se observara alguna forma de tortura o violación durante la detención180.


Esta última idea condujo a que los miembros de la Subcomisión plantearan diferentes fórmulas que permitieran a las Naciones Unidas un accionar conjunto que calmara el sufrimiento de los familiares de las víctimas y, en general, constituyera una respuesta óptima para la comunidad internacional. Así, se propuso además de la creación de un grupo de trabajo con personal experto de la Subcomisión181, la integración de un “sistema internacional embrionario de amparo o de habeas corpus”, a través de un mecanismo internacional de notificación que informara a los gobiernos sobre la desaparición de una persona en cualquier parte del mundo, investigara sus causas e intentara descubrir su localización182.


Esta solución encontró rápidamente algunos detractores, que consideraron que el concepto de habeas corpus internacional, limitado a situaciones de desaparición forzada, aún requería fundamentación y contenido material y procesal, por lo que propusieron como medida inicial la creación de un centro general de información —antecedente de los actuales registros de desaparecidos—, que a cargo de la Subcomisión, tendría como objetivo preparar un registro de detenidos-desaparecidos que se ocupara de las solicitudes de ayuda que recibiera la Comisión DH183.


Poco a poco, la situación de los desaparecidos se tornó en un área de especial preocupación para la Subcomisión184, la cual de manera reiterada y enérgica condenó el empleo de las desapariciones como método de intimidación política185. No obstante, sus esfuerzos nunca llegaron a materializarse en un pronunciamiento de rechazo sobre el comportamiento de un determinado país, sino que quedaron plasmados en recomendaciones in abstracto, las cuales recordaban a los gobiernos su obligación de buscar a los desaparecidos por todos los medios a su alcance y evitar nuevas desapariciones186.


Finalmente, a comienzos de la década de los ochenta, el impulso por establecer mecanismos de búsqueda de los desaparecidos perdió fuerza, luego de que fuera creado el Grupo de Trabajo sobre las Desapariciones Forzadas o Involuntarias (1980) de Naciones Unidas (infra), el cual de manera directa materializó algunas de las propuestas que por años habían realizado algunos miembros de la Subcomisión.


 



2.4. La irrupción del fenómeno en la Asamblea General (1978): los desaparecidos como los homo sacer contemporáneos


En su tratado sobre la significación de las palabras —De Significatione Verborum—, el lexicógrafo romano Sexto Pompeyo Festo describió lo que algunos llaman “la más antigua pena del derecho criminal romano”187, en las siguientes palabras:


 


At homo sacer is est, quem populus iudicavit ob maleficium neque fas est eum immolari, sed, qui occidit, parricidi non dam natur; nam lege tribunicia prima cavetur, “si quis eum, qui eoplebei scito sacer sit, occiderit, parricida ne sit”. Ex quo quivis homo malus atque improbus sacer appellari solet.188


 


El denominado homo sacer, que ha sido objeto de numerosos estudios en el campo de la filosofía política189, es aquel individuo sobre el cual se prohíbe su sacrificio, pero que, contradictoriamente, cualquiera puede dar muerte y quedar impune. Así, en el campo del poder estatal moderno, los desaparecidos son una especie de homo sacer contemporáneos; por un lado, no está permitido que el Estado atente contra la vida de sus contradictores políticos e ideológicos pero, por otro lado, sus agentes se encargan de dejar en una situación de indefensión absoluta a aquellos que se levanten en su contra. La impunidad es la nota distintiva de este fenómeno190.


Esta interpretación, que desarrolla con gran destreza el filósofo italiano Giorgio Agamben, aunque resulta complicada, ambivalente y quizá paradójica, durante la década de los setenta se constituyó en la peor de las infamias. Los gobiernos de ese entonces, especialmente los latinoamericanos, vieron cómo penetraban en sus territorios ideologías que, en el marco de la Guerra Fría, era necesario combatir.


Fue así que se instauraron las dictaduras y se abrieron paso los estados de excepción191, los cuales incorporaron dentro de sus planteamientos legales las denominadas técnicas de contrainsurgencia, que convirtieron a los desaparecidos en verdaderos homo sacer192. “Así, al ser despojados del estatuto jurídico, son incluidos en el ordenamiento jurídico a través de su exclusión: se les excluye del derecho penal de los ‘ciudadanos’, pero son incluidos en el ordenamiento jurídico, a través de la legislación especial de excepción [...]”193.


De esta forma, el fenómeno de la desaparición forzada de personas, aunque era la forma de combate que se practicaba en decenas de Estados, permaneció ausente de la agenda internacional. Solo el suplicio de los familiares de las víctimas y el continuo llanto de sus madres, logró que en dos situaciones —Chile194 y Chipre195— las Naciones Unidas, a través de la Asamblea General, prestara atención a esta forma de acción.


A pesar de lo anterior, fue necesario que miles de personas no solo perdieran su libertad, sino también su vida, para que en una histórica resolución, 33/173 de 20 diciembre de 1978, la Asamblea General declarara que se encontraba “profundamente conmovida por la angustia y el pesar que esas circunstancias causan a los familiares de las personas desaparecidas, especialmente a los cónyuges, los hijos y los padres”196.


El fenómeno de la desaparición forzada de personas había irrumpido en el parlamento de la humanidad. Sin embargo, la vida nuda197 del homo sacer seguiría estando en la impunidad. La resolución que había sido aprobada jamás condenó el fenómeno, aunque reconoció su presencia198. La primera respuesta de la comunidad internacional fue pedir la colaboración del verdugo, solicitarle irónicamente que colaborara en la búsqueda de aquellos seres a los cuales había despojado de sus derechos, de la siguiente manera:


 


a) Que en caso de informes de desapariciones forzosas o involuntarias dediquen los recursos adecuados a la búsqueda de esas personas, y hagan investigaciones rápidas e imparciales;[...]


d)  Que cooperen con otros gobiernos, órganos pertinentes de las Naciones Unidas, organismos especializados, organizaciones intergubernamentales y organismos humanitarios, en un esfuerzo común por buscar y ubicar a esas personas, o dar cuenta de ellas, en los casos de informes sobre desapariciones forzosas o involuntarias.199


 


El primer paso para condenar el fenómeno había sido dado, pero faltarían muchas batallas para lograr que la conciencia universal, o quizá el sentido común, permitiera a los representantes de las naciones condenar con firmeza esta forma de lucha.


 



2.5. La creación del Grupo de TDFI (1980): la guerra sucia y la situación de los desaparecidos


La aprobación de la Resolución 33/173, de 20 diciembre de 1978, por parte de la Asamblea General, había demostrado que la cuestión de los desaparecidos no solo había conmovido a la opinión pública, sino que las Naciones Unidas podían responder de manera afirmativa a las solicitudes que generaba una sociedad civil organizada —ONG y asociaciones de víctimas—200.


Sin embargo, la acción diplomática de los gobiernos latinoamericanos, con el apoyo subrepticio unas veces de los Estados Unidos y otras de la antigua URSS201, había asegurado que las herramientas que las Naciones Unidas había empleado en el caso chileno, no pudieran ser aplicadas a otros contextos202. La denominada guerra sucia de la dictadura cívico-militar argentina, autodenominada Proceso de Reorganización Nacional, emprendería entonces una escalada diplomática que se aseguraría de responder con dureza a todo intento que pretendiera vigilar la cuestión de los derechos humanos en los países del Cono Sur203.


La unificación del accionar de las dictaduras latinoamericanas a través de la doctrina de la seguridad nacional (supra), había puesto en evidencia que las tácticas y procedimientos bélicos irregulares, no solo eran necesarios en situaciones de orden público interno, sino que en el ámbito internacional era indispensable la coordinación interestatal para hacer frente a aquellas actividades que supusieran un reproche de su accionar.


Es así como se explica por qué las dictaduras latinoamericanas de Bolivia, Brasil, Paraguay y Uruguay no recibieron el mismo reproche que recibió el caso chileno204. Sin embargo, la situación más preocupante aconteció con el Proceso de Reorganización Nacional en Argentina (1976-1983), que pese a contabilizar dentro de su accionar a millares de desaparecidos, logró frenar en seco cualquier determinación de la organización. La diplomacia secreta y la guerra sucia de la dictadura argentina neutralizaron por varios años cualquier actitud de la Comisión DH que pretendiera investigar el fenómeno205.


Debido a lo anterior, la situación de los desaparecidos solo fue examinada bajo el procedimiento confidencial 1503, que por sus limitaciones no tenía el mismo impacto que el procedimiento público. Los intentos que se habían realizado para que se creara un mandato geográfico para la situación argentina, habían fracasado de manera sistemática, motivo por el cual, en el periodo de sesiones de la Comisión DH de 1980, época en la que se recrudeció la violencia en Argentina, no existían muchas probabilidades para que se adoptara una resolución que condenara este fenómeno206.


Ante dicha situación, fue una propuesta presentada por Irak, con ayuda de Chipre, Senegal y Yugoslavia, la que estratégicamente impulsó la creación de un grupo de trabajo encargado de estudiar el fenómeno de las desapariciones forzadas en 1980207. Con el fin de evitar que los gobiernos se sintieran atacados, la propuesta señalaba la creación de un mecanismo de carácter temático, sin competencia geográfica específica, que podía actuar en cualquier parte del mundo. Este nuevo mandato reemplazaba la figura de los expertos independientes por miembros de la propia Comisión DH, los cuales contarían con el término de un año para presentar su informe. Curiosamente, los Estados Unidos de América, aliado de aquellos Estados que propugnaban la doctrina de la seguridad nacional, solicitó que el grupo tuviera la facultad de examinar casos de desapariciones forzadas o involuntarias208.


Las negociaciones sobre esta nueva propuesta fueron intensas y tuvieron que soportar la fuerte embestida diplomática que el Gobierno argentino ideó para que no fuera aprobado un mandato relacionado con los desaparecidos209; “el gobierno en el punto de mira era conocido por todos los participantes de la Comisión y el proyecto de resolución para el establecimiento del Grupo de Trabajo fue conocido como la ‘Resolución Argentina’”210.


En medio de estas circunstancias fue que se logró adoptar —sin votación— la Resolución 20 (XXXVI), de 29 de febrero de 1980, que estableció “por un período de un año un Grupo de Trabajo compuesto por cinco de sus miembros, en calidad de expertos a título individual, para examinar cuestiones relativas a desapariciones forzadas o involuntarias de personas”, cuyo mandato principal consistía en “elaborar un informe sobre sus actividades, con sus conclusiones y recomendaciones”211.


Una vez integrado, el Grupo de TDFI se reunió en tres oportunidades, durante las cuales recibió información específica que se refería a unos 12.000 casos de desaparición forzada provenientes de diferentes latitudes, especialmente de Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Chipre, El Salvador, Etiopía, Filipinas, Guatemala, Indonesia, México, Nicaragua, Perú, ­Sudáfrica y Uruguay212.


El informe, que fue hecho público en enero de 1981, examinó en forma resumida y analítica213 la situación general de las desapariciones forzadas, razón por la cual su propósito no fue señalar culpables o buscar responsables, sino poner en evidencia la grave situación de los familiares de los desaparecidos en los cinco continentes214. Así, se entiende el motivo por el cual la principal recomendación del Grupo de TDFI “es que la Comisión [DH] continúe prestando intensa atención, como cuestión prioritaria, a las desapariciones forzadas o involuntarias de personas y a las causas a que se deben tales desapariciones”215.


Por razones de tiempo, el Grupo de TDFI no tuvo la oportunidad de examinar cada uno de los casos que le fue denunciado; sin embargo, remitió a cada uno de los gobiernos la información que había sido recibida, con el ánimo de lograr su pronunciamiento y así visibilizar ante la comunidad internacional un fenómeno que desde la guerra sucia o la diplomacia secreta se intentó esconder a los ojos de la humanidad.


 



2.6. Los inicios de la institucionalización y la evolución del Grupo de TDFI: el establecimiento de un órgano cuasipermanente sobre desaparición forzada


Desde sus inicios, la duración del mandato del Grupo TDFI fue un tema polémico216, de manera tal que la fuerte oposición argentina, apoyada por la antigua URSS, logró que tras un largo proceso de negociaciones la Resolución 20 (XXXVI), de 29 de febrero de 1980, señalara que el término con el que contaba el Grupo TDFI para presentar el informe de sus trabajos fuera solo de un año.
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